[image: image1.wmf] 

[image: image2.png]EA)
PNV




ALDERDIA

  [image: image3.wmf] 

  Berriak


LEY ORGÁNICA DE PARTIDOS POLÍTICOS

	1. Acuerdo del Parlamento Vasco rechazando la nueva Ley Orgánica de Partidos Políticos. 

El pasado viernes, 17 de mayo, el pleno del Parlamento vasco aprobó un texto presentado por PNV, EA e IU en el que se “rechazan las iniciativas actualmente en marcha que tienen como objetivo la ilegalización de organizaciones políticas y exige su paralización y revocación en su caso”. El texto refrendado apuesta por la defensa de las libertades y derechos fundamentales, y manifiesta que “los procesos de ilegalización de organizaciones políticas afectan directa y restringidamente a derechos y libertades tan relevantes como la libertad ideológica, de expresión, de asociación o de participación ciudadana”. Asimismo recoge que “los procesos de ilegalización citados se asientan en una interpretación expansiva del delito de colaboración o pertenencia a banda armada” y “producen situaciones de indefensión y espacios de legalidad ambigua”.  Por todo ello, se constata que “estas circunstancias inciden negativamente en la consecución de un objetivo mayoritariamente apoyado por nuestra sociedad como es el de hacer posible una convivencia política pacífica, democrática y con garantía para la expresión de su pluralismo”.

PNV, EA e IU presentaron el texto como enmienda a la totalidad a una proposición no de ley de Batasuna. La iniciativa se aprobó con los votos a favor de PNV, EA, IU y Batasuna. 

La iniciativa refrendada es la siguiente:

El Parlamento Vasco:

1. Declara que, por coherencia democrática, la defensa de las libertades y derechos fundamentales debe garantizarse con independencia de la simpatía o el juicio político que a unos u otros pueda merecer el titular o titulares de esos derechos y libertades.

2. Pone de manifiesto que estos procesos de ilegalización de organizaciones políticas afectan directa y restrictivamente a derechos y libertades tan relevantes como la libertad ideológica, de expresión, de asociación o de participación ciudadana, que están reconocidos expresamente por la Constitución, en su Título I, Capítulo II, Sección Primera.

3. Afirma que los procesos de ilegalización citados se asientan en una interpretación expansiva del delito de colaboración o pertenencia a banda armada que tiende a situarse más allá de los supuestos objetivos previstos por la ley, que se dirige contra sujetos colectivos y no contra personas concretas, y que además se extiende a formas de expresión, asociación y opción política o ideológica con arraigo en la realidad social de nuestro país. No podemos compartir esta forma de interpretar y aplicar la ley y, en consecuencia, manifestamos nuestro profundo desacuerdo con estos procesos de ilegalización.

4. Muestra su preocupación y denuncia porque en este contexto, se producen situaciones de indefensión y espacios de legalidad ambigua, propicios a la arbitrariedad en lo referente a la garantía de los derechos y libertades básicas de las personas. Esta situación de indefinición y equívoco en la protección de las libertades, especialmente cuando se da en un contexto de gran relevancia pública, contribuye a fomentar una cultura política relativista de los derechos humanos, lo que resulta de una especial gravedad en nuestra compleja realidad sociopolítica.

5. Constata que estas circunstancias inciden negativamente, además, en la consecución de un objetivo mayoritariamente apoyado por nuestra sociedad como es el de hacer posible una convivencia política pacífica, democrática y con garantía para la expresión de su pluralismo.

6. Rechaza las iniciativas actualmente en marcha que tienen como objetivo la ilegalización de organizaciones políticas y exige su paralización y revocación en su caso.




2.-
Enmienda a la totalidad al Proyecto de Ley Orgánica de Partidos Políticos presentada por el Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV) en el Congreso de los Diputados.

El Grupo Vasco aprecia motivos de tacha en la práctica totalidad del articulado del proyecto. Ni en la función que el texto remitido por el Gobierno asigna al Registro de Partidos Políticos en el proceso de constitución de éstos –algo que, en principio, podría resultar menos controvertido a la luz de la copiosa jurisprudencia dictada al respecto tanto por el Tribunal Constitucional como por el Tribunal Supremo- coincide el Grupo Vasco con la opción normativa por la que se han inclinado los redactores del proyecto. 
Clara expresión de este radical disenso del Grupo Vasco con respecto al contenido del proyecto, es el hecho de que haya elaborado más de 40 enmiendas al articulado del proyecto, lo que en un texto que suma 13 artículos, tres disposiciones adicionales, una disposición transitoria, una disposición derogatoria y dos disposiciones finales, constituye una cifra no desdeñable. 
Muy sintéticamente expuestos, los principales motivos de discrepancia del Grupo Vasco con respecto a los principios sobre los que se asienta el proyecto, son lo siguientes:
1.- Razones jurídicas

1.1.- El proyecto carece de una clara cobertura constitucional. 
Contrariamente a lo que ocurre con otras Normas Fundamentales del mundo occidental, la Constitución española de 1978 carece de cláusula de intangibilidad, lo que significa que admite la hipótesis de su revisión total. En consecuencia, no es posible, en el marco constitucional, poner límites a la defensa y difusión de proyectos políticos por la sola razón de que no se acomoden a los contenidos materiales de la Constitución o propugnen su más radical reforma. En lógica relación con esta gran amplitud que la libertad ideológica recoge en el texto constitucional, la Carta Magna de 1978 tampoco contiene –como ocurre con otras Constituciones democráticas- previsiones específicamente orientadas a impedir, por razones ideológicas, la constitución de un partido político o a permitir la ilegalización de aquéllos que defiendan proyectos incompatibles con el sistema democrático o con el régimen de libertades. La inexistencia en la Norma Fundamental de este tipo de previsiones específicas no constituye un dato irrelevante de cara a considerar la legitimidad jurídico-constitucional del control sobre la actividad ideológica de los partidos. Como señalara Karl Loeweinstein –precursor de las investigaciones sobre la democracia militante y su eventual incidencia en los derechos fundamentales- las Constituciones que las incorporan a su articulado expresamente, lo hacen “con el fin de evitar cualquier duda sobre la constitucionalidad de estas medidas”; medidas ciertamente excepcionales en un sistema de libertades, en la medida en que afectan al pluralismo político que constituye el quicio mismo del sistema democrático. De hecho, el propio Loewenstein ha escrito que las decisiones vinculadas a la ilegalización de partidos políticos por motivos distintos al de su eventual ilicitud penal, constituye “el mayor dilema” con el que se enfrenta Estado democrático constitucional. 
Las anteriores consideraciones hacen que en el Estado español, pueda cuestionarse seriamente la viabilidad jurídico-constitucional de medidas como las que en otros sistemas políticos permiten –con el aval explícito de la Norma suprema- acordar la disolución de un partido político en base a motivos distintos al de la ilicitud penal del partido, como pueden ser el proyecto que defiende o la actividad política que desarrolla. La única regla constitucional que impone coercitivamente a los partidos políticos una norma de conducta distinta a la penal, es la que establece que “su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos”. 
De todo ello resulta que la regla del art. 6 CE que sujeta la libre actuación de los partidos políticos al respeto a la Constitución y a la ley, sólo puede interpretarse en un marco constitucional sin cláusula de intangibilidad, y que reconoce el pluralismo político en su máximo expresión, como una remisión a los concretos preceptos de la Norma Fundamental que contienen alguna previsión específica de carácter imperativo sobre la organización o la actividad de las asociaciones, que son la cláusula del propio art. 6 antes citada que impone a los partidos políticos una estructura interna y un funcionamiento democráticos y al art. 22.2 CE, que considera ilegales “Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delitos”.
Este planteamiento viene ratificado por la propia legislación penal dictada durante las últimas décadas en materia de asociaciones. Una legislación que, dando por supuesto, la ilegitimidad constitucional de todo intento de acordar la ilegalización de un partido político a través de un cauce extrapenal –al margen, claro está, del que pueda promoverse por incumplimiento del deber de contar con una estructura interna y un funcionamiento interno de carácter democrático- ha hecho extensivo el espacio de lo punible hasta los fines y objetivos de las propias asociaciones; de suerte que, los mismos fines que en otros sistemas democráticos pueden justificar la ilegalización de un partido político por causa político-constitucional, como, por ejemplo, el de promover la discriminación, el odio o la violencia contra personas, grupos o asociaciones por razón de su ideología, religión o creencias, o el de subvertir violentamente el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, en el Estado español son causa de ilicitud penal. 
1.2.- La articulación técnica de algunos aspectos del proyecto es jurídicamente problemática
Además del reparo consignado en el epígrafe anterior, la construcción técnica sobre la que se articula en el proyecto la definición de las causas que dan lugar a la ilegalización de un partido político, es susceptible, también, de otra tacha de carácter jurídico. Dejando al margen ahora la posibilidad de ilegalizar un partido político por no respetar los “valores constitucionales” –extremo este al que nos referiremos en los apartados siguientes- el proyecto hace depender una de las medidas más graves que pueden adoptarse en un régimen de libertades, cual es la ilegalización de un partido político, de una presunción –“se entenderá”-, que asocia legalmente y de modo automático –la expresión “en todo caso” no deja lugar a dudas- la incursión en alguna de la farragosa, heterogénea y no siempre nítida serie de conductas que se relacionan en el art. 9.3 del proyecto, con el supuesto de hecho determinante de la ilegalización. 
El problema es mayor aún, si se repara en que las conductas que activan la presunción no sólo se predican del partido en sí, sino de “un número significativo de las personas vinculadas con el mismo que se detallan en el apartado cuarto”, entre los que figuran dirigentes, miembros de sus Grupos parlamentarios o municipales y hasta incluso meros “afiliados o candidatos”. Si a ello se añade que en la relación de conductas de los miembros de un partido que pueden determinar la ilegalización de éste, coexisten actuaciones claramente delictivas con otras que constituyen formas [ética e incluso socialmente criticables, pero, en cualquier caso, jurídicamente] legítimas de ejercer algunos derechos fundamentales, resulta patente el desconocimiento de las garantías que rigen en Derecho punitivo. El grueso del mecanismo previsto en el proyecto para la ilegalización de los partidos político se articula como un atajo para declarar la ilicitud de una asociación política, tomando como base la actuación penalmente relevante de algunos de sus miembros, pero ahorrándose la necesidad de acreditar en un proceso penal y con todas las garantías inherentes a este tipo de procesos, que más allá de las conductas individuales punibles judicialmente acreditadas, es el propio partido político que se pretende ilegalizar el instrumento, el medio y la condición para la consecución de los fines delictivos. Bajo la apariencia formal de una vía político-constitucional [distinta de la penal] para la ilegalización de un partido político, el proyecto encubre un juego de presunciones –“se entenderá en todo caso”; “dicho partido o un número significativo de las personas vinculadas con el mismo”, etc. - que viene a defraudar el cuadro de garantías que rigen el ordenamiento jurídico-penal. Un cuadro de garantías cuya última ratio se encuentra en los artículos 24 y 25 del propio texto constitucional.
2.- Razones políticas

2.1.- En su redacción actual, el proyecto limita el pluralismo político y vulnera la libertad ideológica, en la medida en que permite ilegalizar un partido político por el contenido de su proyecto.

El proyecto permite la ilegalización de un partidos político por no respetar los “Principios democráticos” y “los valores constitucionales”. En un régimen de libertades, los principios democráticos son, también, valores constitucionales pero, en este caso, la conjunción copulativa “y” que une ambas expresiones, significa que, a juicio de los redactores del proyecto, existen valores constitucionales distintos de los principios democráticos que, en caso de no ser respetados por algún partido político, podría acarrear su disolución. Si son distintos a los principios democráticos, esos valores constitucionales, serían opciones –por supuesto legítimas- del constituyente, pero que al no ser exigencias inexorables del sistema democrático, no se dan en todos los regímenes de políticos de esta naturaleza. En un sistema político como el español en el que, ningún contenido de la Constitución está excluido de la posibilidad de ser reformado, lo que permite a los partidos políticos defender con plena legitimidad constitucional planteamientos contrarios a todos los contenidos de la Carta Magna, exigir, bajo sanción de ilegalización, que los partidos políticos respeten los valores constitucionales distintos de los principios democráticos, constituye una seria quiebra de la libertad ideológica y el pluralismo político. 
Una actuación así, además, resulta contraria a la jurisprudencia del Tribunal Europeo de los Derechos Humanos, según el cual, “Pertenece a la misma esencia de la democracia el permitir la propuesta y discusión de proyectos políticos diversos, incluso aquellos que cuestionan el modo de organización actual de un Estado, siempre que no tiendan a atentar contra la misma democracia” (entre otras, sentencia 23/1988, de 25 de mayor Partido Socialista contra Turquía y 64/1999, de 8 de diciembre, PLD contra Turquía)
2.2.- El proyecto no es eficaz si lo que se pretende es la paz en el País Vasco y la plena normalización de su vida política. 

El proyecto no va a contribuir a lograr la paz y normalizar la vida política en el País Vasco. Antes al contrario, reforzará el argumento de quienes afirman la imposibilidad de defender, en el seno de la democracia española, reivindicaciones políticas de signo vasquista, radicalizará posiciones, reunificará el socialismo revolucionario vasco actualmente en vías de descomposición, polarizará a la sociedad, intensificará el enfrentamiento y abocará a la fractura social.
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